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En la Conferencia “Contra la impunidad: crímenes de lesa 
humanidad de ETA en España en el 70 aniversario de los 
juicios de Núremberg”, impartida por José Ramón López, 

Presidente de ACAIP, en el Curso de Verano de la Univer-
sidad Complutense, se realizó un repaso exhaustivo de los 
mecanismos de reinserción de presos de la banda terro-

rista ETA a través de la llamada vía Nanclares, así como in-
teresantes reflexiones sobre el horizonte de futuro que se 
plantea alrededor de los presos de la banda.  	 PÁGINAS 6 Y 7

Vía Nanclares: entre la 
disidencia y la reinserción

Los mecanismos de reinserción de los presos etarras parecen hoy todavía lejanos, faltos de rigor y con resultados desiguales
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El tratamiento y la 
visión de conjunto  
en la prisión

El Doctor en Derecho y Profesor de la 
Universidad a Distancia de Madrid re-
flexiona sobre su experiencia en Intitu-
ciones Penitenciarias, la actual legisla-
ción y la reinserción social. PÁGINA 12

“No hay ningún 
estudio que avale 
la necesidad de la 
prisión permanente”

Daniel Fernández Bermejo
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Maria Pilar Casado Funes, Jurista por 
oposición de Instituciones Penitencia-
rias, Subdirectora de Régimen en Mur-
cia 2 durante cinco años y Subdirectora 
de Régimen en Almería desde febrero 
de 2016, reflexiona en este artículo so-
bre la figura de la redención como be-
neficio penitenciario en la actual legis-
lación y sobre los efectos de esta figura, 

cuantitativamente modestos, pero muy 
relevantes en su faceta política y social. 
La autora analiza el estado actual de 
la redención tanto ordinaria como ex-
traordinaria, los requisitos para el acce-
so a la misma, y la estrecha relación que 
este beneficio ha tenido en nuestro país 
con el terrorismo.
PÁGINAS 4 Y 5

La redención como beneficio con 
virtualidad reductora de pena
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Violencia en las cárceles: 3.303 agresiones a funcionarios
desde el año 2000

Informes internos del Ministerio del Interior detallan el número de incidentes violentos que se registran en
los centros penitenciarios y que tienen como víctimas a los encargados de su custodia. En los tres primeros
meses de 2016 ya van 38, uno de ellos grave. ACAIP, el sindicato mayoritario, reclama que estos
trabajadores sean incluidos en el plan contra agresiones de la Administración General del Estado, del que
han sido excluidos hasta ahora.

Imagen de archivo del exterior de la cárcel coruñesa de Teixeiro. ­ Imagen EFE

Óscar López­Fonseca

¿Es una profesión de riesgo la de funcionario de prisiones? A la vista del número de incidentes violentos de 
los que son víctimas, sí. Diversos informes internos de la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias a los que ha tenido acceso Vozpópuli detallan que desde el año 2000 y hasta el 31 de marzo 
de 2016 se habían registrado en las cárceles españolas 3.303 agresiones de presos a los encargados de su 
custodia. De ellas, 239 han sido catalogadas como graves o muy graves por el propio Ministerio del Interior 
en sus estadísticas. Por ello, el sindicato Agrupación de los Cuerpos de Administración de Instituciones 
Penitenciarias (ACAIP), el mayoritario, reclama la inclusión de este colectivo de trabajadores públicos en el 
plan contra agresiones de la Administración General del Estado, del que han sido excluidos hasta ahora. 
Ponen como ejemplo de la situación que viven lo ocurrido los pasados 17 y 18 de junio en el centro 
penitenciario de Madrid VII, situado en la localidad madrileña de Estremera, en el que se registraron dos 
incidentes violentos consecutivos. Uno de ellos, el ataque de un preso del departamento de aislamiento con 
un 'pincho carcelario' a uno de los funcionarios que lo vigilaba. Es la prisión en la que están recluidos 
Francisco Granados y el 'rey del porno español', Ignacio Allende, 'Torbe'.
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L a Audiencia Nacional y, después, el Tribu-
nal Supremo, sobre recurso contencioso- 
administrativo interpuesto por ACAIP, con-
tra la Orden INT/1472/2009, de 28 de mayo, 

por la que se regulaba la cesión de uso de viviendas 
para el personal funcionario y laboral de Institucio-
nes Penitenciarias, fallaban a favor del reurrente y es-
tablecían que la Orden se anulaba por ser contraria al 
ordenamiento jurídico.

La Orden anulada incluía una disposición que es-
tablecía un nuevo canon de uso de viviendas. Pero el 
nuevo canon, de hecho, continuaba -y continúa- en 
vigor. Se recurrió al Juzgado Central de lo Contencio-
so Administrativo nº 6 y al nº 7. Sorprendentemente, 
ambos, fallaron desestimando el recurso. Es decir, 
que a pesar de que los actos nulos carecen inicial y de 
forma perpetua de efectos. Además de que los efec-
tos de la declaración de nulidad se producen desde 
la fecha en que se dictó el acto. A pesar de que “la de-
claración de nulidad vuelve las cosas al estado en que 
se encontraban antes de dictarse el decreto objetado”. 
Y, siendo la Orden ministerial declarada nula, como 
ya se ha dicho, aún así, los juzgados citados, dieron 
validez al referido canon.

Conforme a la “nulidad de pleno derecho” y al 
principio “claris non fit interpretatio” (lo que está cla-
ro no necesita interpretación), este asunto se debiera 
haber resuelto positivamente en tres líneas. Recuerdo 
una anécdota, en la que un ingeniero “aconsejaba” a 
un soldador como realizar su trabajo, y al ver que éste 
no seguía sus recomendaciones, se exasperaba y de-
cía: “¡Oiga, que yo soy ingeniero!”. A lo que el trabaja-
dor respondía: “Sí, pero yo el padrenuestro, me lo sé 
tan bien como el Papa”.

¿En qué momento, sin percatarnos, hemos pasado 
del Derecho a la Física Cuántica? La Orden referida 
tiene la virtualidad del gato de Schrödinger que está, 
simultáneamente, vivo y muerto según el principio de 
superposición (cuando una partícula se encuentra en 
todos los estados posibles a la vez); así, esta norma es 
como si no hubiera existido y, a la vez, proclama sus 
efectos desde su “no existencia”. Es una norma zombi: 
anulada y en vigor, al mismo tiempo.

De lo que trato a continuación es de construir des-
de un punto de vista lego, con aspiración de sensatez 
-“a cada imagen del mundo le corresponde una pers-
pectiva”-, una hipótesis causal y general, de las sen-
tencias derivadas de los recursos contra esta orden 
ministerial. Es decir, interpretar lo interpretado, para 
dar sentido a la estupefacción sobre estas resolucio-
nes judiciales.

LA DENEGACIÓN ANTICIPADA
Uno pudiera pensar: Ahora que la Orden es declara-
da nula por un tribunal de justicia, la parte material 
indisoluble de ella, dentro de lo razonablemente car-
tesiano, también lo debiera ser. Y es entonces, cuando 
la perplejidad acampa entre nosotros, porque dos tri-
bunales distintos niegan el hilemorfismo de la norma, 
y nos conducen, por senderos espectrales de abstrac-
ción jurídica, hacia lo inverosímil de las sentencias 
que contradicen la lógica.

A tenor de lo dicho, se establece la sospecha de 
que existe una voluntad (más o menos automatizada 
y general) de negación previa de lo que se solicita, y 
de que sobre esa voluntad se levanta un edificio argu-
mentativo-jurídico para dar cobertura a la sentencia 
ya preformada o anticipada en cuanto a esa denega-
ción. Dicho de otro modo, parece que no se recorre 
el camino argumentativo que les lleva a la sentencia. 
Al revés, se decide que “no”, y después se buscan las 
razones que mejor encajan en la resolución tomada. 
Dice R.J. Vernengo: “En la terminología tradicional de 
los juristas se entiende por interpretación lógica, en 
todo caso, la labor de construir un conjunto finito de 
normas consistentes entre sí, que permita derivar ri-
gurosamente la conclusión buscada por el juez.” 

En la resolución anticipada se desconsidera el 

camino que se debiera tomar para llegar a la sen-
tencia, lo que lo convierte en un recorrido fantas-
mal, en una suerte de hiperrealidad tipo Baudri-
llard: “la simulación de algo que en realidad nunca 
existió”. 

EL ARTE DE CREAR VEROSIMILITUDES
Una vez la decisión –en este caso denegatoria- está to-
mada, se pasa a construir un argumento técnico-jurí-
dico que dé solvencia suficiente para romper el aisla-
miento de la posible inverosimilitud de la resolución 
que se va a explicitar, y a la vez  mantenerse en la tesi-
tura de ser estribo de la a Administración

Esta labor argumental se complica cuando la 
decisión va en contra del sentido común, o mejor 
dicho, de lo que dice el propio cuerpo normativo. 
Cuando hay que demostrar que lo blanco es ne-
gro, se convierte en una esforzada misión distraer 
a los legos, trasmudar su recto sentido. Es entonces 
cuando aparecen los hierofantes, los exégetas de 
las santas escrituras, dispuestos a dar lo mejor de 
sí como defensores de aquella razón de Estado al 
abrigo de los paramentos sacerdotales y de un len-
guaje hermético. Nos dicen, con Polonio, “que para 
peces de verdad, buenos son anzuelos de mentiras”. 
Y es ahora, cuando se va contra la razón común –al 
menos, contra lo razonable- cuando se procede a 
confeccionar verdades contrahechas y a retorcer la 
ley con argumentos torticeros o tecnicismos, cuan-
do la interpretación obscurecida se convierte, real-
mente, en el problema de los que acuden en busca 
de una respuesta cabal y aquilatada. Finalmente, el 
juez ejerce, no de juez, sino de abogado del Estado, 
al contrario de lo que debiera ser: “En este senti-
do, los jueces de los estados modernos funcionan 
como órganos cuyas decisiones son previsibles en 
medida suficiente. Son por ende, autores de deci-
siones racionales” (R.J. Vernengo). Quedaría, así, 
comprometido, el principio de seguridad jurídica 
en lo que a la previsibilidad de resoluciones evi-
dentes se refiere, porque estas sentencias no tienen 
fuerza de convicción.

Existe, con no poca frecuencia, un desfase o salto 
entre la verdad jurídica y la comprensión popular de 
esa verdad; o una discrepancia entre el lenguaje ordi-
nario inteligible y el lenguaje jurídico esotérico puesto 
en discurso. Cuando las formas jurídicas de “verdad” 
se distancian de las certezas de los administrados, en-
tonces se produce una pérdida de certeza en la aplica-
ción del Derecho; y provoca, moralmente, desaliento. 

Los actos de la Institución de Justicia necesitan fuerza 
de convicción y validación intersubjetiva dentro de la 
comunidad.

FALACIA DE PETICIÓN DE PRINCIPIO
Después de tantas sutilezas legalmente alambicadas 
se intenta poner un poco de “pasión racional”, a pe-
sar del error de hacerlo bajo la forma de una falacia 
argumental, petitio principii (no se puede usar una 
argumentación sustentada en una premisa que a su 
vez necesita ser demostrada o cuando la conclusion 
está incluida en ella). Digo esto, porque un párrafo 
de una de las sentencias afirma:

 “A mayor abundamiento, en este caso concurre la 
particularidad de que tales cánones son en el fondo 
una contraprestación por el uso de una vivienda, de 
modo que acceder a su devolución supondría, ade-
más, un enriquecimiento injusto para el recurrente, 
que no puede venir amparado por el ordenamiento 
jurídico.” 

¿Cómo es posible que la devolución del incre-
mento de un canon emanado de una norma con-
traria al ordenamiento jurídico represente un enri-
quecimiento injusto para el recurrente? Si así fuere, 
habría, al menos, que esforzarse en demostrarlo. 
Esta aseveración parece que tiene más que ver con 
un posicionamiento moral que con la legalidad.

¿Qué le hace suponer a la juez que la subida del 
canon contemplada por la norma anulada es justa? 
Tal vez, pudiera no serlo. Pero esto no hace al caso; 
esto no es lo que se plantea, así que ¿por qué mezclar 
las cosas en confusión?, ¿por qué deslizar conside-
raciones morales que no vienen a cuento? Una mala 
carpintería.

RELACIONES DE PODER
Primero, una consideración siempre de actualidad, 
en lo que toca a la separación de los poderes del Es-
tado, resumida en las palabras de Gustavo Bueno: 
“La separación de poderes es más bien artificiosa, 
porque de hecho el ejecutivo está completamente 
vinculado a los jueces y, todavía más, aunque ofi-
cialmente no, el ejecutivo apoya las sentencias de 
los jueces cuando estos jueces han dado sentencias 
que favorecen al ejecutivo. Es decir, que se estable-
ce una especie de circuito, una realimentación entre 
las sentencias del poder judicial y las resoluciones 
del poder ejecutivo (...) No hay independencia de los 
poderes centrales del Estado”. Estas palabras indican 
un rasgo latente en la confusión del ejercicio de los 
poderes del Estado, zona de borrosos dominios, que 
esconde el hecho cierto e innegable de las relaciones 
de poder como relaciones de fuerza, o viceversa.

“Si se quiere hacer un derecho de la administra-
ción, un derecho legitimador del ejercicio del poder, 
entonces se está renunciando a hacer derecho” (A. 
Gordillo)

Parece que hay una posición previa y de carác-
ter preventivo al propio acto de denegar, que es la 
de considerar que el hecho denegatorio de las sen-
tencias contencioso-administrativas es de suyo lo 
más conveniente para el interés general; y que las 
interpretaciones que se hagan, a posteriori, sobre las 
cuestiones, deben dar acomodo a esa bien interpre-
tada denegación primordial y sustantiva.

Para revestir con apariencia de verdad se recurre 
a tácticas diversivas, se escabulle el fondo de la cues-
tión. Cabría preguntar por qué existe esa voluntad. 
Tal vez, por una mal entendida concepción funcio-
nal de lo contencioso-administrativo como someti-
miento a la razón de Estado, con criterios finalistas 
de un interés superior dentro de una ética instru-
mental. Una ética de la responsabilidad a la que tan-
to acuden los políticos cuando deciden prescindir 
de los principios de convicción o de los imperativos 
morales para llevar a cabo actuaciones directamente 
inmorales. Como dice Garzón Valdés, “el más ligero 
análisis de la realidad jurídica y política nos revela 
que no es contradictorio hablar de sistemas jurídi-

La verdad 
sospechosa

Resolver con pretensión  
de verosimilitud

El mirador

Oscar Alonso Estrada
Coordinador Territorial Noreste de la Ejecutiva de ACAIP

Parece como si las sentencias 
denegatorias contenciosas 
fuesen lo más conveniente 

para el interés general



La Jefa de Prensa de la Secretaria 
General de II.PP., Inmaculada 
González de Molina, ha demostrado 
que el  concepto de transparencia en el sistema peni-
tenciario es inexistente. ¿Por qué? Se había acordado 
con el Director del Centro Penitenciario de A Lama la 
realización de una entrevista para el periódico en la 
que se hablase de la situación del centro, de los proyec-
tos y de los problemas existentes. Sorprendentemente 
se nos indica que debemos solicitar a Prensa la auto-
rización para poder realizarla,  petición que cursamos 
recibiendo una lacónica respuesta: “Por la presente le 
comunicamos que no podemos atender su petición de 
entrevista al director del centro penitenciario de Ala-
ma” ¡¡Viva la libertad de expresión!! ¿Así pensamos dig-
nificar nuestra profesión? Menos mal que esta señora 
es periodista.
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SUBE Y BAJA El Director del Establecimiento 
Penitenciario de Huelva, Don 
Alejandro Zulueta ha con-
seguido el dudoso honor de 
que su centro sea uno de los 
más conflictivos del sistema pe-
nitenciario español. Se encontró 
un centro que funcionaba perfecta-
mente y puntero en muchos programas y 
actividades. Su ejecutoria está destrozando el trabajo 
realizado durante muchos años por la plantilla y los 
anteriores equipos directivos, ha desmotivado a los 
profesionales y ha puesto en riesgo la dinámica de 
trabajo del establecimiento, que únicamente se man-
tiene, a pesar de él, por el buen hacer de la plantilla. 
En los años que lleva de Director ha conseguido que 
la totalidad de las áreas de trabajo de la prisión hayan 
coincidido en un único aspecto: su nefasta y pésima 
gestión. Es imprescindible que se produzca un relevo 
en la Dirección de Huelva para evitar que el deterioro 
sea irreversible.

El Subdirector General de Servi-
cios Penitenciarios, Don Enri-
que Caracuel se encuentra a 
un paso de sentarse en el ban-
quillo de los acusados ya que el 
auto de 1 de junio del Juzgado Nº 
6 de Instrucción de Granada cierra 
la instrucción del caso y mantiene su 
imputación por un delito contra el medio 
ambiente por el supuesto vertido irregular de aguas resi-
duales mal depuradas de la prisión de Albolote. En el auto 
se establece respecto del Subdirector que “pese a tener 
conocimiento directo de cuantas incidencias y problemas 
se venían produciendo con el sistema de depuración” del 
Centro, “no adoptó las medidas que hubieran resultado 
precisas a fin de evitar la continuidad de los vertidos” y, 
en consecuencia, “la grave afectación para el equilibrio 
del ecosistema”. Y ello pese a haber sido “reiteradamen-
te” advertido de la “ilegalidad” de las emisiones. Como es 
habitual en nuestro país, sigue en su cargo sin presentar la 
dimisión ni ser cesado por el Secretario General. 

cos eficaces pero injustos (…)”.
Consecuentemente, deviene una justicia de parte 

en una defensa cerrada de la Administración que, al 
final, desprotege al ciudadano. Quedaría, así, com-
prometido el criterio de imparcialidad, insoslayable 
en cualquier procedimiento judicial, más cuando el 
individuo se enfrenta al Estado. En palabras de Fou-
cault: “este derecho de oponer una verdad sin poder 
a un poder sin verdad”. Y por ello, pérdida de con-
fianza pública en la justicia.

Algo hay podrido en Dinamarca, cuando es opi-
nión generalizada entre algunos profesionales de la 
abogacía, en virtud de su experiencia, que tal o cual 
juez es un actor pro Administración, y que la posibi-
lidad de una sentencia favorable al recurrente, dis-
minuye con la asignación del caso a dicho actor. Si 
no todos, sí algunos. Si no siempre, sí algunas veces.

EL LOGARITMO QUE SIMPLIFICA EL CÁLCULO 
NORMATIVO DE LA ADMINISTRACIÓN: EL 
CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVO
¿En qué queda el reconocimiento de la comisión del 
acto irregular y las posteriores resoluciones?

Las consecuencias para el administrado son ad-
versas en cuanto a los efectos reclamados. ¿Y para la 
Administración? 

La Administración, una vez reconocida judicial-
mente la irregularidad de su actuación normativa, 
contumazmente, vuelve a repetirla (lo hace en el 
2014 con el mismo defecto: aprobación por órgano 
no competente).

¿Qué razón atribuiríamos a una Administración 
que repite, consecutivamente sobre la misma mate-
ria, una acción evidenciada como una irregularidad 
por un tribunal? Arrogancia, incompetencia, pereza 
o dejadez… El resultado: no se previene la repetición 
administrativa de las irregularidades normativas.

La ausencia de una justicia creíble facilita a la Ad-
ministración trayectos abiertos a la posible prevari-
cación, y este hecho la lleva a repetir, con desparpa-
jo, órdenes contrarias al ordenamiento jurídico que 
se alargan en un tiempo geológico, al amparo de lo 
contencioso-administrativo. Posible prevaricación 
facilitada, también, por la ausencia de responsabi-
lidad personal exigible a quien comete tales irregu-
laridades. Una impunidad de actuaciones a las que 
coadyuva el sistema judicial con resoluciones poco 
certeras.

Contra la consideración establecida de que los 
tribunales de justicia hacen Justicia, opongo la idea 
de que tal afirmación hay que demostrarla día a día. 
Dándole una vuelta a la conocida sentencia sobre la 
nación, también el ejercicio de la justicia debe ser un 
plebiscito cotidiano.

Un alto en el “camino”
No albergo duda alguna sobre las garantías le-
gales con las cuales la constitución avala la li-
bertad religiosa y que a su vez son plasmadas en 
el artículo 54 de la Ley Orgánica General Peni-
tenciaria donde ambas señalan el deber de la 
administración penitenciaria para disponer y 
posibilitar el ejercicio de la misma. Considero 
que algunas entidades avaladas por la iglesia 
católica llevan muchos años promoviendo en 
el sistema penitenciario  interesantes  activida-
des, no tan solo de promoción de la fe, también 
lo son de auxilio y de aportación espiritual así 
como material a un buen número de internos y 
a sus familias. 

Lo mismo me ocurre para con las 873 enti-
dades asociativas de todo tipo y condición, que 
hasta hoy mismo, mantienen en funcionamien-
to  un total de 1084 programas de intervención 
en el medio penitenciario. 

Hablamos de programas que abordan cues-
tiones primordiales como la búsqueda de em-
pleo, el  aprendizaje de idiomas, la alfabeti-
zación de adultos, la informática, los talleres 
de salud o si lo prefieren el teatro y  el deporte  
como expresiones más lúdicas en la interven-
ción para la reinserción.

Hay un total de 10.984 colaboradores censa-
dos por Instituciones Penitenciarias que entran 
y salen de nuestros centros habiendo realizado 
(se supone) una impagable y abnegada tarea. 

No todos ellos lo hacen gratis, hay  1769 que 
llevan a cabo su labor de manera remunerada y 
hay también 9215 de ellos y ellas que son gente 
comprometida sin contrapartida alguna. 

Las prisiones en las que más programas se 
llevan a cabo son las de Picassent en Valencia 
seguido del penal asturiano de Villabona y la 
cárcel madrileña de Estremera.

 Para estos tres centros penitenciarios hay 
más de 1200 voluntarios. En la otra cara de la 
moneda  encontraremos la cárcel de Santa Cruz 
de la Palma donde tan solo 5 personas desarro-
llan su actividad en este tipo de programas.

Existen un total de 386 programas “sanitarios 
y de drogodependencias” que por temática su-
ponen el mayor número y 6 programas de “sen-

sibilización del medio penitenciario a la socie-
dad” que son los de menor número.

Entre medias de los arriba citados tenemos 
182 programas que no tienen especificado su 
contenido.

A buen seguro que entre ellos, debe estar el 
reparto de biblias que los integrantes del Cami-
no Neocatecumenal realizan entre aquellos pre-
sos que han iniciado o retomado en sus vidas 
“un camino de sentimiento religioso muy pro-
fundo” tal y como afirma el capellán del centro 
penitenciario de preventivos en Valencia.

La mencionada comunidad religiosa es 
un movimiento “ultra-católico”, cuyos miem-
bros son conocidos con el sobrenombre de los 
“Kikos”, por su fundador Kiko Argüello y son 
excesivamente numerosos los testimonios y 
denuncias de organizaciones, ex miembros y fa-
miliares que apuntan al daño psicológico, moral 
y económico que esta comunidad ha causado 
en un buen número de personas.

Los funcionarios y funcionarias de prisiones 
tienen encomendada la obligación de velar por 
la integridad, no sólo física si no también psico-
lógica, de los reclusos (Art.3.4 de la Ley Orgáni-
ca General Penitenciaria).

Viene esto a colación para explicar que en 
ACAIP entendemos la comunidad neocatecu-
menal como un grupo de “dudosa salud espi-
ritual” cuyos principios vulneran el reglamento 
con el que el Consejo de Europa regula los gru-
pos religiosos de inspiración totalitaria.

Conviene a juicio de esta organización, que 
desde la propia Secretaría General de Institu-
ciones Penitenciarias, se estudie con detalle las 
principales directrices de este tipo de comuni-
dades con el fin de proteger a los internos de po-
sibles formas de manipulación psicológica que 
bajo cualquier máscara filosófica o de religión 
puedan disimular sus prácticas más indesea-
bles. 

No se me pase apuntar que yo, también soy 
persona de convicción cristiana.

José Antonio Gutiérrez 
Director de Estudios de ACAIP
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E n el momento actual son po-
cas las personas que cumplen 
condena conforme al Código 
Penal aprobado por Decreto 

3096/73, de 14 de septiembre, Texto Re-
fundido conforme a la Ley 44/71 de 15 
de noviembre, y sólo a estas se le aplica 
la legislación vigente respecto al insti-
tuto jurídico de la redención de penas.

La Redención ha sido definida como 
una causa de extinción de la responsa-
bilidad penal que consiste en una va-
loración jurídica del tiempo de cum-
plimiento de las penas de privación de 
libertad superior a la medida cronoló-
gica, siempre que el penado desarrolle 
en ese tiempo una actividad laboral, 
o asimilada. (Auto JVP Valladolid de 
05/06/91)

Se trata de un derecho subjetivo del 
recluso, condicionado al cumplimiento 
de determinados requisitos. Su natura-
leza no impide que la legislación apli-
cable y el Tribunal Constitucional lo 
califiquen como “Beneficio”.

La redención hay que enmarcarla 
partiendo de la legislación penal apli-
cable al hecho enjuiciado y a su eje-
cución. Para ello hemos de acudir a 
las Disposiciones Transitorias 1ª y 2ª 
de la Ley Orgánica 10/95, conforme a 
las cuales “Los delitos y faltas cometi-
dos hasta el día de la entrada en vigor 
de este Código se juzgarán conforme al 
cuerpo legal y demás leyes penales es-
peciales que se derogan. Una vez que 
entre en vigor el presente Código, si las 
disposiciones del mismo son más favo-
rables para el reo, se aplicarán éstas.” 

“Para la determinación de cuál sea 
la ley más favorable se tendrá en cuen-
ta la pena que correspondería al hecho 
enjuiciado con la aplicación de las nor-
mas completas de uno u otro Código. 
Las disposiciones sobre redención de 
penas por el trabajo sólo serán de apli-
cación a todos los condenados confor-
me al Código derogado y no podrán 
gozar de ellas aquellos a quienes se les 
apliquen las disposiciones del nuevo 
Código.

En todo caso, será oído el reo.”
Pese a su poca importancia cuanti-

tativa, al ser una institución a extinguir 
y su carácter residual, por el escaso 
número de internos afectados, tiene 
una indudable trascendencia por su 
dimensión política y social. El largo 
tiempo transcurrido desde la promul-
gación del Código Penal de 1995, deter-
mina que este instituto jurídico se vin-
cule a aquellos penados que extinguen 
condenas de extensión especialmente 
considerable y cuyos hechos fueron 
cometidos bajo la vigencia del Código 
Penal de 1973, circunstancia que en la 
actualidad viene a darse en condena-
dos por delitos terroristas. Se halla así, 
la Redención, casi exclusivamente liga-
da a uno de los grandes males que ha 

azotado desde hace años a la sociedad 
española, “el terrorismo”, cuyo elemen-
to definitorio tal como ha señalado la 
Jurisprudencia es el “propósito de in-
fundir una situación de alarma o de 
inseguridad social, como consecuen-
cia del carácter sistemático, reiterativo 
y muy frecuente, indiscriminado de la 
actividad delictiva”, “que ha de tener en-
tidad suficiente para producir un terror 
en la sociedad y un gran rechazo de la 
colectividad, por su gran incidencia en 
la seguridad ciudadana  y por suponer 
un ataque al conjunto de la sociedad 
democrática” (S. 2838/1993, Monte-
ro, recogiendo lo expresado en SSTC 
199/87, de 16-12 y 89/93, de 12-5).

Dado el carácter de reducción de 
penas de la Redención y el ámbito nor-
mal en el que está actualmente operan-
do (condenas a las que se ha aplicado el 
tope de acumulación jurídica previsto 
en el art. 70.2 del antiguo Código Penal 
que fijaba un máximo de cumplimien-
to efectivo de 30 años), dejando redu-
cidas condenas de cientos e incluso de 
miles de años a menos de 20 años de 
internamiento efectivo, la actuación de 
la Administración Penitenciaria ha de 
ser extremadamente rigurosa, escrupu-
losa y estricta en cuanto a su forma de 
proceder y de formular las propuestas 
pertinentes a la Autoridad Judicial, Juz-
gado Central de Vigilancia (o Juzgados 
de Vigilancia, en su caso).

•	 La regulación de la redención de 
penas viene actualmente recogida 
en el art. 100 del Código Penal de 
1973 y, conforme a la D.T. 1ª. R.D. 
190/1996, los arts. 65 a 73 del De-
creto de 2 de febrero de 1956, por el 
que se aprueba el Reglamento del 
Servicio de Prisiones y disposicio-
nes complementarias dictadas por 
la Administración Penitenciaria. 

•	 Conforme al art. 100 del Código Pe-
nal de 1973, para el cumplimiento 
de las penas impuestas y que se eje-
cuten conforme al mismo -en aten-
ción a lo dispuesto en las disposi-
ciones transitorias de la L.O. 10/95-, 
“podrán redimir su pena con el tra-
bajo, desde que sea firme la senten-
cia respectiva, los reclusos condena-
dos a penas de reclusión, prisión y 
arresto mayor. Al recluso trabajador 
se abonará, para el cumplimiento 
de la pena impuesta, previa apro-
bación del Juez de vigilancia, un día 
por cada dos de trabajo, y el tiempo 
así redimido, se le contará también 
para la concesión de la libertad con-
dicional. El mismo beneficio se apli-
cará, a efecto de liquidación de su 
condena, a los reclusos que hayan 
estado privados provisionalmente 
de libertad”.

•	 “Las redenciones pueden ser de dos 
tipos, ordinarias y extraordinarias. 

Los dos tipos de redenciones son de 
naturaleza distinta. La ordinaria se 
concede por motivo de trabajo. La 
extraordinaria se asimila más a la 
figura de la recompensa”. (Auto JVP 
de Murcia 07/08/09)

•	 La propuesta tanto de unas como de 
otras procede de la Junta de Trata-
miento que ha de estudiar, valorar 
y fijar su cuantía específica que se 
elevarán para su preceptiva aproba-
ción al JCVP (o JVP, en su caso) -art. 
76.2.c. L.O.G.P-.

REDENCIONES ORDINARIAS
Contempla el art. 68 del Reglamento de 
los Servicios de Prisiones de 1956 la po-
sibilidad de que el trabajo sea intelec-
tual -estudios en matrícula oficial y con 
aprovechamiento- o manual.

No podrán redimir pena por el tra-
bajo (Art. 100 C.P. 1973, Arts. 75 y 73 del 
Reglamento de Servicio de Prisiones):

1.	 Quienes quebranten la condena o 
intentaren quebrantarla, aunque no 
lograsen su propósito. En este caso 
el interno quedará inhabilitado para 
redimir en lo sucesivo.

2.	 Los que reiteradamente observen 
mala conducta durante el cum-
plimiento de la condena. Supone 
la comisión de dos faltas graves o 
muy graves. El penado podrá ser 
rehabilitado y continuar redimien-
do una vez que se haya producido 
la cancelación de la falta. Respecto 
a este supuesto de baja, la Sección 
Primera de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional, en diversas re-
soluciones ha considerado preciso 
que exista Auto o Resolución Judi-
cial de aprobación de la baja en re-
dención en el plazo de cancelación 
de las sanciones, entendiendo que, 
una vez canceladas éstas, el inter-
no se encontraría en una situación 
igual a aquella en la que estaría si 
no las hubiese cometido sin que re-
sulte posible salvar después dicha 
omisión, a diferencia de lo que ocu-
rriría con la falta o no constancia de 
notificación al interno, de la baja ya 
acordada,  que sería subsanable en 
cuanto irregularidad procesal (Au-
tos 13/12/13, 24/3/14 y 9/4/15 S.1ª, 
Sala Penal A.N.; Autos JCVP de 12 de 
mayo y 17 de diciembre de 2015).  

La Redención se 
encuentra ligada casi 
exclusivamente a uno 
de los grandes males 
que ha azotado a la 

sociedad española: el 
terrorismo
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La redención como beneficio con 
virtualidad reductora de pena
Pese a su poca importancia cuantitativa y su carácter residual tiene una indudable 
trascendencia por su dimensión política y social.

De lo dicho se desprende que el in-
terno que realiza un trabajo en prisión 
tiene derecho a redimir un día por cada 
dos trabajados y que dicho derecho 
solo se pierde en el caso de que incurra 
en mala conducta en tanto no se cance-
lan las sanciones, y por intentos de fuga. 
También la jurisprudencia ha señalado 
que existiendo derecho a trabajar en el 
caso de que el centro penitenciario no 
facilite un trabajo no por eso decae el 
derecho del interno a redimir sino que 
se le aplicaran las redenciones previs-
tas pues la no realización del trabajo es 
ajena a su voluntad.

Distinta es la situación en la que el 
centro penitenciario facilita al inter-
no la realización de un trabajo y este 
se niega realizarlo; en esta situación 
no cabe acordar la baja en redención 
puesto que, como ha quedado dicho, 
el derecho a redimir solo se pierde por 
quebrantamiento de condena o intento 
de quebrantamiento y por mala con-
ducta reiterada; de esta manera pode-
mos diferenciar un Derecho Abstracto 
a la Redención derivado del Alta en 
redención, que no otorga ningún be-
neficio concreto sino que es tan solo 
el pórtico de salida, que puede dar 
lugar a la concreción del beneficio, y 
un Derecho concreto con virtualidad 
reductora de pena, que partiendo de 
una situación de “Alta”, requiere  la co-
rrespondiente propuesta en atención 
a la actividad realizada y obtención de 
redenciones concretas, previa acredita-
ción de la cuantificación por la Junta de 
Tratamiento (Autos del JCVP de 30 de 
diciembre de 2015).

Se parte así de que “la ausencia o 
no realización de actividad, o trabajo 
alguno puede conllevar que no proce-
da efectuar propuesta alguna de abo-
no de redenciones conforme al art.100 
Código Penal de 1973 -pese a que no 
proceda la baja en redención-, pues 
según reiterada doctrina de la Sección 
1ª de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional, no resulta admisible la deno-
minada redención de patio, en tanto en 
cuanto, resulta exigible para obtener 
redención, el desempeño de actividad 
laboral y/o la realización de actividades 
formativas o tratamentales que puedan 
ser valoradas como integrantes de un 
proceso de reinserción social”  (Auto 
JCVP de 8 de julio de 2015).

Para la cuantificación de los días 
de redención ordinaria – dónde ya no 
consiste exclusivamente en la regla 
del 2x1, dos de trabajo dan lugar a uno 
de reducción de condena-, el Juzgado 
Central de Vigilancia Penitenciaria en 
Auto de 30 de Junio de 2016, hace las si-
guientes consideraciones:  a) No resul-
ta de aplicación el art. 204 del R.P. a los 
efectos de cuantificación, pues la pon-
deración y presupuestos contemplados 
sólo son de aplicación a la redención 
extraordinaria en razón a la excepcio-
nalidad del beneficio, que requiere 
avances significativos en el proceso de 
reinserción social; b)Sí resultan admi-
sibles otros elementos de ponderación 
a los efectos de aplicación de reden-
ción ordinaria, tal y como en relación 
al esfuerzo intelectual establece el art. 
72 del Reglamento de los Servicios de 
Prisiones; y, c) respecto a la redención 
ordinaria por estudios la cuantificación 
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habrá de valorar el esfuerzo realizado, 
tomando en consideración la duración 
del curso académico (de septiembre a 
junio), con exclusión de los periodos 
festivos y vacacionales, así como la asis-
tencia a la actividad, el rendimiento y el 
esfuerzo realizado para la obtención de 
los resultados.  

En atención a lo expuesto, las Ofi-
cinas de Régimen de los Centros Peni-
tenciarios habrán de prestar especial 
atención a la distinción entre “Alta en 
Redención” y “Redención Ordinaria 
Abonable”; no se deben incluir en la 
hoja de cálculo como redenciones abo-
nables todas aquellas que automática-
mente – sin atender a ninguna otra con-
sideración, sin propuesta por la Junta 
de Tratamiento y sin aprobación judi-
cial- resulten de los periodos de Alta y 
Baja.

Responde esta idea al criterio man-
tenido por el Juzgado Central de Vi-
gilancia Penitenciaria, que diferencia 
claramente Alta en Redención y Re-
denciones concretas, puesto que en 
todas aquellas ocasiones en que se ha 
propuesto baja en redención sin que 
concurran los requisitos para ello (que-
brantamiento de condena y mala con-
ducta reiterada), la ha rechazado pre-

cisando “y ello con independencia de 
que no proceda efectuar propuestas de 
redenciones concretas”. Este criterio se 
aprecia claramente  en  un Auto del Juz-
gado Central de Vigilancia, dictado el 8 
de julio de 2015 en Recurso de Reforma 
264/2015,  donde se estima el recurso 
y “procede a dejar sin efecto la baja en 
redención–por finalización del curso – 
propuesta  por la Junta de Tratamiento  
del Centro Penitenciario, por cuanto 
que no consta que el interno haya in-
currido en causa legal que le inhabilite 
para obtener redenciones (baja), y ello 
con independencia de que dicha Junta 
de Tratamiento pueda valorar la proce-
dencia o no de formular propuesta de 
abono de redenciones concretas o de 
formular propuesta de redención ordi-
naria cero” , siendo deseable en evita-
ción de confusionismos perjudiciales 
que los Centros Penitenciarios cuando 
no proceda formular propuesta de abo-
no de redenciones concretas, eleven 
propuesta de redención ordinaria cero,  
al objeto de lograr la máxima seguridad 
y certidumbre jurídica en el Expediente 
Penitenciario del interno. 

REDENCIONES EXTRAORDINARIAS
Se trata de un beneficio excepcional y 

extraordinario, con los mismos requisi-
tos de habilidad que las redenciones or-
dinarias, cuya aplicación debe limitarse 
a supuestos especiales de laboriosidad, 
disciplina y rendimiento (art.71.3 Re-
glamento del Servicio de Prisiones de 
1956), en consonancia con la finalidad 
de prevención especial a la que obede-
ce la pena, pero sin desvirtuar las otras 
finalidades comúnmente aceptadas a 
las que también responde: retribución 
y prevención general. (Auto de la Au-
diencia Nacional Sala de lo Penal de 
fecha 01/12/14).

Para su concesión, tal como señaló 
la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias en oficio de 13-10-2008, 
se requiere “un extraordinario esfuerzo 
rehabilitador, directamente relaciona-

do con la actividad delictiva sin que el 
resto de actividades que se desarro-
llen, puedan o deban dar lugar a pro-
puestas de redención extraordinaria, 
todo lo más a premios o recompensas 
establecidos”. (Auto del JVP de Murcia 
07/08/09).

 Cuando el interno pone de mani-
fiesto a través de su comportamiento, y 
en relación con el delito cometido (des-
vinculación pública de su actuación 
delictiva, asunción del delito, petición 
expresa de perdón a las víctimas…), 
que se han producido avances signifi-
cativos en su proceso de reinserción so-
cial, es cuando procede la propuesta de 
redenciones extraordinarias; conectan 
así con el principio de individualiza-
ción científica del tratamiento peniten-
ciario, exteriorizando que no es preciso 
el cumplimiento de la totalidad de la 
pena inicialmente impuesta, pues de la 
conducta del condenado se infiere que 
los objetivos perseguidos por la conde-
na han sido alcanzados sin necesidad 
de su cumplimiento íntegro.

El Juzgado Central de Vigilancia Pe-
nitenciaria, en Auto de 18 de Septiem-
bre de 2014, exige para redimir extraor-
dinariamente que se de unas especiales 
condiciones de laboriosidad, disciplina 
y rendimiento en las actividades reali-
zadas, pero además las mismas han de 
ser valoradas como integrantes de un 
proceso de reeducación o reinserción 
social conforme a los arts. 203 y 204 del 
R.P.; no se estima acreditada la concu-
rrencia de los expresados requisitos 
ni que la actividad desarrollada haya 
supuesto una evolución positiva en el 
proceso de reinserción social del inter-
no, cuando la actividad desarrollada 
se realiza por propio interés particular, 
como pueden ser los estudios, pues “no 
inciden, ni afectan, ni abordan  las pro-
blemáticas específicas que han influido 
en el comportamiento delictivo del in-
terno”. 

CONCLUSIONES
Es imprescindible señalar que, partien-
do de una situación de Alta en Reden-
ción -como pórtico de salida-, la Junta 
de Tratamiento habrá de valorar perió-
dicamente la actividad realizada por el 
interno conforme a los criterios ante-
riormente expuestos, cuantificar la re-
dención ordinaria (y extraordinaria, si 
procediese) y elevar la correspondien-
te propuesta al JCVP, o JVP en su caso, 
para su aprobación.

Asimismo, se debe convertir en ne-
cesario, y en evitación de la habitual 
confusión de Alta en Redención con 
Redención Ordinaria abonable, la ele-
vación -cuando no proceda propuesta 
favorable en redención ordinaria- de 
propuesta de redención cero, al obje-
to de que en el expediente conste de 
modo fehaciente un acuerdo concreto 
de Junta y un pronunciamiento Judicial 
expreso respecto de la redención que 
corresponde en el periodo que ha sido 
objeto de estudio y valoración.

Maria Pilar Casado Funes. Jurista 
por oposición de Instituciones Pe-
nitenciarias. Subdirectora de Régi-
men en Murcia 2 (2011-2016). Sub-
directora de Régimen en Almería 
desde febrero de 2016.

Se puede estar de alta 
en redención y tener 

propuesta de redención 
ordinaria cero, pues el 
alta sólo se pierde en 
los casos regulados 

normativamente 

Número 3agosto 2016www.acaip.es
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JOSÉ RAMÓN LÓPEZ

T engo para mí la idea de que si 
no imposible, la reinserción de 
los reclusos de la banda arma-

da ETA se me antoja “hoy por hoy” una 
dificultosa tarea para aquellos que for-
mamos parte de la Administración Pe-
nitenciaria. 

Pretendo compartir con todos uste-
des una reflexión de actualidad como es 
la que hace escasamente un par de días 
nos anunciaban los denominados “ve-
rificadores” para la paz en el país vasco: 
“ETA no dará ningún gesto de desarme 
antes de las autonómicas”; donde se 
afirma que la banda se encuentra en un 
verdadero atolladero porque no sabe 
cómo entregar las armas. Para lo cual 
se pretende que colaboren los Estados 
de España y Francia, sin que la policía 
de uno y otro país vigile o detenga a los 
terroristas que vayan hacer efectivo el 
desarme. 

Lo que deben hacer es disolverse y 
hacerlo parece más sencillo de lo que 
aparentemente les resulta a estos terro-
ristas: lo primero que hay que tener es 
voluntad de hacerlo y lo segundo bien 
pudiera ser tomar como referencia las 
experiencias de la Baader-Meinhof en 
Alemania, el de la propia ETA (políti-
co-militar) o el más reciente el de los 
comunistas peruanos de Sendero Lumi-
noso, todos ellos con un comunicado en 
el cual pedían a sus miembros el some-
timiento a la ley y la entrega total de su 
armamento.

En esta encrucijada ETA parece ha-
ber preferido la versión irlandesa del 
ejercito republicano (IRA) que tras cerca 
de una veintena de años continua sin di-
solverse.  

Dicho esto ya podrán ustedes ima-
ginar que nos hallamos ante una ban-
da armada no disuelta y en absoluto 
dispuesta a hacer entrega del mucho o 
poco arsenal armamentístico que posee. 
Nos encontramos, por deducción, ante 

una organización terrorista (que aun-
que derrotada policialmente) conserva 
tres aspectos fundamentales: estructu-
ra, armas y terroristas. ETA es una orga-
nización viva, muy monitorizada por la 
seguridad del Estado, pero “viva”.

Digo esto porque hace escasamente 
dos semanas que tuve ocasión de escu-
char en este mismo escenario (los cur-
sos de verano de El Escorial) que parecía 
haber llegado el momento del fin de la 
dispersión para los presos de ETA. 

La dispersión es una medida excep-
cional que también se utiliza con otro 
tipo de internos como los pertenecientes 
a bandas organizadas o al terrorismo in-
tegrista islámico; pretende, por un lado, 
garantizar la normalidad penitenciaria 
y la seguridad de los establecimientos 
y por otro, la libertad de aquellos inter-
nos, que habiendo decidido abandonar 
la disciplina de ETA o de la organización 
de la que dependan, no tengan que se-
guir sometidos a sus directrices. 

Por lo tanto me reafirmo en trasla-
darles que salvo para aquellos internos 
que de manera individualizada hayan 
dado cumplida respuesta a lo previs-
to en el reglamento penitenciario para 
avanzar en su reinserción, a mi juicio 
siempre y cuando la organización siga 
viva, la dispersión seguirá cobrando el 
mismo sentido que cuando se puso en 
marcha hace ahora 27 años.

Otro aspecto diferente, es el de la Vía 
Nanclares que no deja de ser, tal y como 
afirma el propio Juez Central de Vigilan-
cia Penitenciaria, una aplicación de la 
ley Orgánica 7/2003 de cumplimiento 
íntegro y efectivo de las penas, que in-
cluyó el apartado 6 en el artículo 72 de la 
LOGP, indicando los requisitos necesa-
rios para la progresión a tercer grado en 
determinados tipo de delitos, entre ellos 
los de terrorismo.

La perversión del lenguaje (que por 
desgracia también alcanza un tema tan 
importante como el terrorismo) ha que-
rido que nos encontremos hoy hablan-
do de un asunto que para nosotros (los 

funcionarios de instituciones peniten-
ciarias) no da lugar a dudas “Nanclares 
es una vía para disidentes de ETA”, no me 
atrevería yo a decir que arrepentidos o 
no, ni tan siquiera a valorar los aspectos 
más desconocidos de la medida.

Sobre lo que entiendo que podemos 
opinar ustedes y yo de manera más rigu-
rosa es sobre los datos y sobre las pro-
pias opiniones vertidas por los ex presi-
diarios de la banda. 

Estos dos aspectos fundamentales 
nos van a permitir llevar a cabo un breve 
análisis descriptivo de la misma, desde 

un punto de vista teórico. En este senti-
do, la “Vía Nanclares” se articulaba, en 
varias fases:
1.	 La ‘Vía Nanclares’ era un proyecto de 

reinserción de aquellos presos eta-
rras que habían decidido dar una se-
rie de pasos inequívocos hacia el final 
de la violencia. Esos pasos compren-
den el alejamiento del entorno de la 
banda, la aceptación de la política 
penitenciaria, la salida del colectivo 
de presos, la renuncia pública a ETA 
y al uso de la violencia, la petición de 
perdón a las víctimas y el compromi-
so de repararlas mediante el pago de 
su responsabilidad civil y, en último 
término, colaboración con la Justicia 
para luchar contra el terrorismo.

2.	 Es un trabajo escalonado cuyos pri-
meros pasos son simbólicos. Asumir 
el sistema penitenciario, no partici-
par en los plantes convocados por el 
colectivo de presos o mantener una 

relación normal con otros reclusos 
pueden ser los primeros gestos de 
alejamiento de la línea marcada por 
ETA en las cárceles. La renuncia al 
propio colectivo de presos o a sus 
abogados suele ser el paso siguien-
te. La dinámica con el preso cambia 
cuando esta distancia se manifiesta 
de forma oficial, primero de forma 
verbal y después mediante un escrito 
remitido a las autoridades del Centro 
Penitenciario.

3.	 Los primeros pasos oficiales suelen 
venir acompañados de alguna me-
dida por parte de las autoridades, 
como el traslado a alguna cárcel más 
cercana a Euskadi (El Dueso, Burgos, 
Villabona o Zuera) dependiendo del 
punto de origen del preso y los pa-
sos que éste haya dado. El siguiente 
escalón es oficializar el alejamiento 
mediante un escrito que contenga 
los elementos de petición de perdón, 
salida de la banda terrorista y renun-
cia a la violencia. En este punto, si los 
informes son favorables, se pueden 
iniciar algunos trámites jurídicos 
para favorecer su reinserción.

4.	 ¿Con qué trámites se veían favoreci-
dos? Un preso en situación de segu-
ridad normal está sujeto a un segun-
do grado penitenciario, estando el 
primero reservado para reclusos que 
por su peligrosidad estén sujetos a 
medidas de vigilancia y seguimiento 
especiales. En esas circunstancias de 
“normalidad”, y habiéndose dado los 
pasos señalados, las autoridades ju-
diciales pueden decidir la aplicación 
del artículo 100.2 del Reglamento 
Penitenciario (Principio de Flexibi-
lidad), que permite conceder bene-
ficios propios de un tercer grado sin 
tener que otorgar el tercer grado de 
forma definitiva.

5.	 ¿En qué se concretaban estos bene-
ficios? Estos beneficios temporales 
dejan a estos presos a caballo entre el 
segundo y el tercer grado y permiten 
al juez dar o quitar beneficios en fun-

Conferencia impartida en el Curso de Verano de la Universidad Complutense.
“Contra la impunidad: crímenes de lesa humanidad de ETA en España en el 70 aniversario 

de los juicios de Núremberg”. San Lorenzo del Escorial, 19 de julio de 2016

Vía Nanclares: entre  
la disidencia y la reinserción
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la dispersión seguirá 
teniendo el mismo 
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puso en marcha hace 
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ción de la evolución del preso. Pueden 
ser permisos breves de salida bajo vi-
gilancia, puede ser un permiso para 
trabajar o estudiar fuera de la cárcel o, 
ya en última instancia, permisos que 
sólo obliguen a ir a la cárcel a dormir 
cada día o sólo los fines de semana. 
Por ser beneficios propios de un ter-
cer grado penitenciario, no se suelen 
aplicar hasta que el preso ha cumpli-
do al menos la mitad de su condena.

Y en la práctica, ¿Cómo se articuló? 
Partamos, en primer lugar de los datos: a 
esta medida se han acogido 23 internos 
y a la cual esperan poder acceder otros 
6 que tengamos constancia. El número 
de reclusos de ETA en España cuando se 
puso en marcha la medida –año 2009- 
era de 689 y en la actualidad la cifra ron-
da los 360. 

Un aspecto muy importante es el he-
cho de que la gran mayoría de los que 
han participado en este programa ha-
bían sido previamente seleccionados 
(si es que se puede decir así) siguiendo 
criterios de disidencia y no de arrepen-
timiento.

De los 23 acogidos a partir del año 
2009, algo más de una quincena habían 
manifestado su voluntad de abandonar 
la disciplina etarra al menos 5 años an-
tes -coincidiendo curiosamente con la 
entrada en vigor de la Ley 7/2003-. Fue 
precisamente la dedicación a la obser-
vación de su conducta, la escucha de 
sus conversaciones y la lectura de su co-
rrespondencia como se pudo llegar a esa 
conclusión.  

Dos viajeros inagotables de la “Vía 
Nanclares” (el juez José Luis de Castro y 
el Claretiano Josu Zabaleta Tellería) “se-
leccionaron” cerca de un centenar de 
candidatos entre aquellos reclusos que 
habían mostrado sus diferencias con la 
dirección de la organización terrorista. 

El resultado es el que ustedes y yo 
conocemos. Tras un periplo de estan-
cias denominadas “Pre-Nanclares” por 
los establecimientos de El Dueso, Zuera, 
Burgos y Villabona los presos culmina-
ban su trayecto en el penal alavés donde 
iban a ser observados y entrevistados por 
todo un elenco de actores externos, dón-
de destacaba, además de los ya citados, 
Jonan Fernández, entonces Director de 
Baketik y en la actualidad Secretario Ge-
neral para la Paz y Convivencia del Go-
bierno Vasco.

A todos ellos se les hizo firmar una 
instancia “llena de eufemismos” en la 
que se podía decir de todo menos la 
palabra “arrepentido”; tan solo Alvarez 
Santa Cristina se atrevió a escribirla. En 
cambio, se introduce el concepto de re-
conocimiento del daño causado en lugar 
del arrepentimiento o de la petición de 
perdón, circunstancia que incumple los 
requisitos legales. El reconocimiento de 
que se ha causado un daño es algo obje-
tivo, no requiere ninguna decisión per-
sonal y es un escalón muy inferior al del 
arrepentimiento.

También se les pidió que colaborasen 
y se hicieran cargo de la responsabilidad 
civil derivada de sus condenas, pero una 
gran mayoría de ellos no han acometido 
a fecha de hoy ni la primera, ni la segun-
da de las obligaciones que les estoy rese-
ñando.

En este momento, tenemos cons-
tancia que tan solo un escaso número 
de ellos ha colaborado. El resto parece 
haberse excusado en que el organigra-
ma de la banda (células aisladas) no les 
permitía conocer que es lo que hacían o 
lo que ordenaban quienes daban las ins-
trucciones en la cúpula etarra.

Lo verdaderamente cierto es que en-
tre los etarras acogidos a la medida nos 
vamos a encontrar más “generales que 
soldados”: Urrosolo Sistiaga, Rafael Ca-
ride, Kepa Pikabea, García Corporales, 
López Riaño o el propio Álvarez Santa 
Cristina apodado “Txelis”.

Utilicemos como referencia el caso 
de Kepa Pikabea (integrante del Coman-
do Adarra) y el del teniente Miguel Ángel 
Madariaga, quien aguarda justicia para 
el esclarecimiento del tiroteo que una 
tarde de 1979 hizo que el guardia civil 
José Díaz Pérez perdiera su vida mientras 
él resultó gravemente herido. Pikabea a 
pesar de las reiteradas solicitudes se nie-
ga a colaborar con la justicia para aclarar 
que ocurrió aquella tarde de febrero de 
1979 en Andoaín.

Les recuerdo que esta es una de las 
obligaciones exigidas para acceder a la 
Vía Nanclares y precisamente, la que a 
nuestro juicio, junto con el resto de in-
cumplimientos, ha dotado de argumen-
tos al gobierno del partido popular para 
pensar que nos encontramos ante una 
“vía agotada”; a pesar de que cuando 
llegaron al poder, diciembre 2012, man-
tuvieron el status quo existente en esos 
momentos.

Hay una circunstancia de la “Vía 
Nanclares” que a los profesionales peni-
tenciarios nos ha llamado sobremanera 
la atención: nos encontramos en una 
Institución de las más normativizadas de 
la Administración (LOGP, Reglamento 
Penitenciario, Instrucciones, Circulares, 
Ordenes de Servicio, Ordenes de Direc-
ción …), en donde se regulan todos los 
aspectos posibles de la vida en prisión. 
Sin embargo, de la “Vía Nanclares” no 
se conoce un solo documento oficial; es 
más, en su momento cuando se estaba 
desarrollando, se denunció la existen-
cia de estas reuniones y de las entradas 
a Nanclares de determinadas personas 

para “trabajar” con el colectivo y la Ad-
ministración siempre dijo que era menti-
ra. ¿Por qué esta clandestinidad? ¿A qué 
se debe? ¿Quizás, porque era más fácil 
incumplir o esconder requisitos oficio-
sos que oficiales?

Por último y para finalizar esta inter-
vención no podemos dejar de mencionar 
las nuevas vías que se están articulando, 
especialmente a través del Gobierno 
Vasco, para superar la Vía Nanclares y 
que, quizás en un futuro, sean objeto 
de aplicación, sobre todo si se tienen en 
cuentan las peticiones que el PNV ha so-
licitado para su apoyo en la investidura 
del gobierno del Partido Popular (tras-
paso de competencias penitenciarias y 
acercamiento de los presos terroristas 
finalizando la política de dispersión).

El 26 de noviembre de 2013, el Go-
bierno Vasco aprobó el “Plan de Paz y 
Convivencia 2013-16. Un objetivo de en-
cuentro social”. Entre sus 18 iniciativas, 
y en materia de política penitenciaria y 
reinserción social, contiene la previsión 
de desarrollo de un programa orientado 
a facilitar procesos legales de resocializa-
ción de personas presas que se denomi-
na Hitzeman.

Desde entonces, se han sucedido 
diferentes reuniones y grupos de traba-
jo encaminados a la elaboración de un 
Decreto Autonómico cuyo borrador ha 
sido presentado en el reciente Congreso 
Europeo sobre Justicia Restaurativa y Te-
rapéutica celebrado en San Sebastián del 
16 al 18 de junio de 2016.

La idea fuerza consiste en que hasta 
que no se disponga del traspaso efectivo 

de la competencia, el Gobierno Vasco 
puede promocionar, de acuerdo con la 
persona presa, actividades orientadas 
tanto a su reinserción, como al apoyo 
asistencial a su reintegración social me-
diante actuaciones externas. La propues-
ta normativa se basa en dos pilares:

•	 Proyecto de Reinserción. Hace refe-
rencia al impulso de procesos legales 
que, mediante la acreditación de un 
distanciamiento crítico con respecto 
al delito cometido, el reconocimiento 
del daño causado a las víctimas y el 
compromiso con la paz y la conviven-
cia, permitan a la persona condenada 
por un delito de terrorismo avanzar 
en su proceso de resocialización. Fi-
nalizará con un Dictamen Final de 
Valoración favorable o desfavorable. 

•	 Programa de Reintegración. Hace re-
ferencia a la promoción de procesos 
post-penitenciarios de apoyo asisten-
cial que, desde el punto de vista de las 
necesidades materiales, pueda pre-
sentar una persona presa en su pro-
ceso de salida de prisión para su ade-
cuada adaptación a la vida social. Se 
actuaría en la generación de una ven-
tanilla única de información y aseso-
ramiento sobre recursos disponibles,  
la posibilidad de percibir una Renta 
de Garantía de Ingreso, diferentes Re-
cursos residenciales y de alojamiento, 
Recursos de formación y orientación 
laboral, estudios universitarios y fo-
mento del empleo, Recursos sanita-
rios y sociosanitarios, Recursos socia-
les o la continuidad, fuera de prisión, 
de una asistencia jurídica específica. 

Les diré que no me compete a mí ha-
cer un juicio de valor sobre esa materia 
que se ha venido a denominar “Justicia 
Restaurativa o Reparadora”, pero desde 
luego la experiencia que pudiera tener 
mucho de positivo, no parece haber go-
zado de gran éxito. Es importante des-
tacar como de la normativa existente 
sobre esta posibilidad (Directiva Euro-
pea o Estatuto de la Víctima), se articula 
como un derecho de la propia víctima, 
en ningún caso del autor del delito; es-
peremos que no se intente deformar o 
dar la vuelta a esta idea. De hecho, no 
todas las víctimas tuvieron encuentros 
con los internos de la Vía Nanclares, y 
los que los tuvieron fueron bastante dis-
pares.

En la última declaración del colec-
tivo de expresos de ETA (16 de junio 
de 2016), encabezados por López Ruiz 
“Kubati”, dicen apostar por la libertad 
al someterse a la legalidad vigente in-
tentando “insuflar vida al cadáver de 
la Vía Nanclares”. A nuestro juicio, esta 
declaración sólo puede hacerse efectiva 
desde el reconocimiento de la condena, 
la aceptación de los requisitos estable-
cidos para la obtención de un proyecto 
individualizado de reinserción, el arre-
pentimiento sincero sobre el daño cau-
sado a la víctima y la renuncia a la vio-
lencia como arma política, así como el 
reconocimiento a la autoridad, a la ley 
que les condenó y su sometimiento, sin 
atajos, a lo que la misma dispone para su 
reinserción en la sociedad.

José Ramón López es Presidente 
de ACAIP.
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De los 23 etarras 
acogidos a la Vía 
Nanclares, más 

de quince habían 
manifestado su 

disidencia al menos 
5 años antes de su 
puesta en marcha.
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CARLOS FERNANDEZ GOMEZ

A menudo, más a menudo de lo que 
cabría esperar, sigo escuchando la vie-
ja discusión acerca de si el tratamiento 
es más importante que el régimen pe-
nitenciario, o viceversa. Sigo asistien-
do a la vieja dicotomía entre los profe-
sionales de tratamiento (entre los que 
me incluyo) y aquellos de interior con 
funciones principales de vigilancia y 
custodia de los internos. Y he de decir 
que me sigue pareciendo una división 
artificiosa y no ajustada en modo al-
guno a la realidad. Ni siquiera es una 
separación que soporte la lectura de la 
normativa penitenciaria.

Tratamiento y régimen pueden, y 
deben, ir absolutamente juntos. Y pro-
curaré explicar mi punto de vista.

En primer lugar, la intervención pe-
nitenciaria que llevamos a cabo los psi-
cólogos y el resto de profesionales del 
área de tratamiento, bajo la subdirec-
ción correspondiente, no puede jamás 
consistir en una intervención a la me-
dida o gusto del interno. Los psicólogos 
no somos asistentes del condenado, ni 
terapeutas incondicionales. No todas 
las necesidades terapéuticas del inter-
no pueden atenderse. Los profesiona-
les del área somos funcionarios de la 
Administración Penitenciaria, servido-
res públicos, y la tarea que nos corres-
ponde es específica y clara: evitar la 
reincidencia delictiva del condenado y 
trabajar en ese sentido. La reeducación 
y reinserción social, amparada en nues-
tra Constitución, mira hacia ese lugar. 
Que nadie lo dude, por favor.

Los modelos teóricos más recientes, 
aplaudidos y reconocidos por diver-
sos autores, apuntan a tres realidades: 
hay que intervenir sobre aquellos de-
lincuentes de mayor riesgo, se deben 
abordar y tratar las variables psicoso-
ciales directamente relacionadas con 
la actividad delictiva, y se debe ajustar 
la intervención a los parámetros en los 
que más y mejor pueda rendir el inter-
no. En otras palabras, que la interven-
ción se plantee de forma inteligente y 
con un objetivo claro y nítido.

Ese, y no otro, es el tratamiento pe-
nitenciario que el Reglamento y la Ley 
nos brindan. Nuestra normativa legal 
(absolutamente moderna, avanzada y 
garantista) permite añadir y enrique-
cer dicho tratamiento con actividades 
educativas, deportivas y con el propio 
desempeño laboral. Pocos países en 
Europa (no digamos ya en el resto del 
mundo) gozan de un sistema con la po-
tencialidad reeducativa del nuestro.

¿Y por qué entonces el régimen y las 
restricciones de seguridad propias de 
una prisión? Porque sencillamente sin 

El tratamiento y la 
visión de conjunto
Una prisión funciona como un todo complejo, donde 
son muchos los agentes intervinientes, pero todos 
interdependientes

el régimen penitenciario lo anterior se 
desvirtúa, se diluye y pierde su esencia. 
Sólo si tenemos claro que el tratamien-
to se desempeña en un contexto de 
ejecución penal donde la conservación 
del orden, la seguridad y la disciplina 
son aspectos nucleares, podremos en-
tender que necesitamos de esas líneas 
rojas. Sin esas líneas rojas normativas 
y regimentales, corremos el riesgo de 
desnortar la intervención y de conver-
tirla en una asistencia a demanda que 
en nada beneficiaría al interno. Y en la 
que nosotros mismos, como técnicos, 
nos convertiríamos en otra cosa distin-
ta a lo que somos.

Estoy de acuerdo en que el trata-
miento es prioritario. Defiendo que 
la finalidad de la reclusión no puede 
ser en modo alguno la disciplina, sino 
recuperar a la persona. Y soy firme 
partidario de involucrarse lo máximo 
posible en la tarea de tratar. No opo-
sité a psicólogo de prisiones para ver 
exclusivamente recuentos y cacheos, 
pero tengo claro que mi labor no pue-
de llevarse a cabo ajena al resto de 
compañeros, y que esos recuentos y 
cacheos son sencillamente imprescin-
dibles y forman parte de una realidad 
mucho más amplia que mi desempeño 
cotidiano y diario. Mi labor, ajena a las 
demás labores, pierde su sentido. Y he 
aquí una asignatura pendiente que to-
dos tenemos: saber observar la prisión 
desde una visión de conjunto.

Hasta la fecha, en mayor o menor 
medida, seguimos siendo firmes de-
fensores de nuestra parcela de trabajo. 
Ello es positivo, pero el problema es 
que lo somos obviando frecuentemen-
te los requerimientos y necesidades 
de las otras áreas, que realmente son 
complementarias y nunca incompati-
bles con la nuestra (aunque esto último 
solemos olvidarlo). Por este motivo, 
vuelvo a plantear una visión del trata-
miento penitenciario que no quede an-
clada en los deseos y aspiraciones par-
ticulares de los profesionales, quienes 
a veces necesitamos estar en “lucha” 
absurda con otros profesionales. Valga 
este posicionamiento, qué duda cabe, 
también para otros sectores que no son 
reglamentariamente tratamentales: las 
cuestiones de seguridad, de régimen 
o de vigilancia interior, difícilmente 
cobrarán sentido pleno si no se bene-
fician y tienen en cuenta la tarea de 
quienes tratamos e intervenimos sobre 
los internos. La complementariedad 
no sólo es posible, sino necesaria.

¿Es posible el tratamiento sin contar 
con los servicios médicos?, ¿puedo in-
tervenir en un módulo si no estoy bajo la 
vigilancia y ayuda directa de los compa-
ñeros?, ¿puede aportarme información 
útil al valorar un permiso el funcionario 

construcción (mantenida por algunos) 
carente de sentido y artificial. Estéril y 
en nada ajustada a la realidad cotidiana 
de una prisión.

Sólo desde posiciones integradoras y 
flexibles, y sólo desde una visión de con-
junto que todos sepamos respetar, sere-
mos capaces de ir eliminando aristas in-
cómodas que aún persisten y que bajo mi 
punto de vista contaminan la dedicación 
a un servicio público. El tratamiento pe-
nitenciario tiene sentido y debe a su vez ir 
en un sentido, ya lo he explicado. Ningún 
instrumento, sistema o estrategia serán 
útiles o beneficiosos para los internos si 
no se encuentran adecuadamente ubica-
dos en el conjunto del sistema de ejecu-
ción penal, en el cual estamos incluidos 
todos los profesionales sin excepción. ¿A 
qué me refiero? A que nuestro sistema, 
bien gestionado, posee en sí mismo una 
posibilidad muy razonable de reinser-
ción social. Las diferentes opciones de 
intervención que han ido incorporán-
dose al mismo (y son muchas) deben 
enriquecerle en la medida en la que se 
armonicen con él y aprovechen de forma 
genuina sus principios naturales.

Y en esos principios, que nadie lo 
dude, no caben ni las divisiones, ni los 
frentismos, ni las construcciones de 
humo.

Carlos Fernandez Gomez Es Psi-
cólogo del Cuerpo Superior de Téc-
nicos de Instituciones Penitencia-
rias.

que prácticamente vive con el interno en 
el módulo?, ¿tanto sabemos los psicólo-
gos como para explorar el expediente de 
un interno en busca de información sin 
la ayuda de los funcionarios de la Ofi-
cina de Gestión en un momento deter-
minado?, ¿no es mi trabajo más seguro 
gracias a las operaciones de los grupos 
control y seguridad? Francamente, no 
creo que sean preguntas menores, y sin 
embargo no solemos plantearlas. Nos 
confrontan con una realidad a menu-
do pasada por alto: la prisión funciona 
como un todo complejo, donde son mu-
chos los agentes y actores intervinien-
tes, cada uno de ellos con su responsa-
bilidad. Pero todos interdependientes. 
Y digo interdependientes a propósito: 
mi trabajo no está en función exclusi-
vamente del área de seguridad, ni a la 
inversa. Pero lo que hacemos cada uno 
tiene efectos en el desempeño del otro.

Llegados este punto, comprende-
rá el lector que la dicotomía entre ré-
gimen y tratamiento me parezca una 

Todos tenemos  
una asignatura 
pendiente: saber 

observar la prisión 
desde una visión  

de conjunto
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Funcionarios de Topas, 
amenazadoss de muerte al 
intentar evitar una pelea 
La reyerta entre presos acabó con un 
recluso herido y un funcionario que 
tuvo que ser atendido. ACAIP señala 
como causas falta de personal y me-
didas que están generando tensión 
en Topas. Este nuevo episodio de 
violencia se produjo cuando varios 
internos de origen árabe protagoni-
zaron una enfrentamiento en el patio 
del departamento.

Sindicatos piden el cese del 
director de Puerto III tras 
la agresión de un preso  

Los cuatro sindicatos con representa-
ción en el centro penitenciario Puerto 
III --ACAIP, APFP, CSIF y UGT-- han 
solicitado la “inmediata destitución” 
del actual director, a quien repro-
chan que no tomara “ninguna medi-
da” tras la reunión que mantuvieron 
“hace dos meses” para informarle de 
la situación de los funcionarios por la 
“excesiva y alarmante concentración 
de internos muy peligrosos y conflic-
tivos, muchos de ellos con patologías 
psiquiátricas”.

Un preso se autolesiona 
para intentar agredir a los 
funcionarios de Estremera 

El pasado mes saltó la alerta en el 
Centro Penitenciario de Estremera. 
Durante la realización de un cacheo,  
uno de los internos, que se había 
cortado dejando paredes, sábanas y 
el suelo de su celda llenas de sangre, 
comenzó a insultar y amenazar a 
varios funcionarios con las mismas 
cuchillas con las que él mismo se ha 
cortado. 

Jaén- Nuevo altercado en 
la cárcel tras el ataque a 
una funcionaria 
Otro episodio de violencia volvió a 
producirse en el Centro Penitencia-
rio de Jaén. Una interna agredió a 
una funcionaria. El ataque no fue a 
mayores gracias a la intervención de 
un empleado de la prisión jiennense. 
Es el quinto altercado grave que se da 
en mes y medio. ACAIP denunció lo 
ocurrido en un comunicado emitido 
a Diario JAÉN. 

¿Es una profesión de riesgo la de funcio-
nario de prisiones? A la vista del número 
de incidentes violentos de los que son 
víctimas, sí. Diversos informes internos 
de la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias a los que ha tenido acceso 
Vozpópuli detallan que desde el año 2000 
y hasta el 31 de marzo de 2016 se habían 
registrado en las cárceles españolas 3.303 
agresiones de presos a los encargados de 
su custodia. De ellas, 239 han sido cata-
logadas como graves o muy graves por el 
propio Ministerio del Interior en sus esta-
dísticas. Por ello, el sindicato Agrupación 
de los Cuerpos de Administración de 
Instituciones Penitenciarias (ACAIP), el 
mayoritario, reclama la inclusión de este 
colectivo de trabajadores públicos en el 
plan contra agresiones de la Administra-
ción General del Estado, del que han sido 
excluidos hasta ahora.

Ponen como ejemplo de la situación 
que viven lo ocurrido los pasados 17 y 
18 de junio en el centro penitenciario de 
Madrid VII, situado en la localidad ma-
drileña de Estremera, en el que se regis-
traron dos incidentes violentos consecu-
tivos. Uno de ellos, el ataque de un preso 
del departamento de aislamiento con 
un ‘pincho carcelario’ a uno de los fun-
cionarios que lo vigilaba. Es la prisión en 
la que están recluidos Francisco Grana-
dos y el ‘rey del porno español’, Ignacio 
Allende, ‘Torbe’.

De este periodo de 16 años del que 
hay estadísticas, el más violento fue 2009, 
cuando se registrado 264 agresiones di-
rigidas contra funcionarios, 19 de ellas 
graves. Le siguieron 2005 y 2008, con 255 
y 246 incidentes registrados de este tipo. 
En el extremo contrario, 2013, con 145 su-
cesos contabilizados. Son, precisamente, 
los últimos años en los que estas cifras 
han sido más bajas. Así, en 2014 se con-
tabilizaron 168, de los cuales doce fueron 
catalogados como graves; mientras que 
en 2015 esta cifra se quedó en

164 y once, respectivamente. Desde 
2009, periodo en el que Interior consi-
dera que las estadísticas son más fiables 
“ya que años anteriores adolecen del 
rigor necesario de seguimiento y graba-
ción de incidentes”, sólo se ha registra-
do un altercado catalogado como “muy 
grave”. Fue en 2012, un año en el que los 
incidentes se elevaron hasta los 171. En 
el primer trimestre de 2016, último pe-
riodo contabilizado oficialmente, ya se 
han reseñado 38 agresiones a funciona-
rios, una de ellas grave. Lo que no deta-
llan los informes de Interior es el desglo-
se por centro penitenciario ni cuántos 
de estos ataques han sido protagoniza-
dos por presos bajo tratamiento farma-
cológico psiquiátrico y que se estuvieran 
dentro del programa de salud mental 
de las cárceles. Lo único que aportan es 
información sobre las sanciones aplica-
das a internos en aplicación del artículo 
108 del Reglamento Penitenciario por la 
comisión de faltas muy graves. En total, 
más de 16.000 en los últimos seis años, 

con cárceles especialmente conflictivas 
a la vista del número que acumulan en 
ese periodo. 

“Defensa personal”
Con estas cifras de agresiones y reclu-
sos sancionados por faltas muy graves, 
ACAIP reclama desde hace tiempo la 
elaboración de un protocolo específico 
de protección frente a la violencia en el 
trabajo para los encargados de los fun-
cionarios de prisiones. Una medida que, 
destacan fuentes de esta organización,
tienen ya otros trabajadores de la Ad-
ministración General del Estado pero 
no ellos, a pesar de que son las víctimas 
del 60% del total de agresiones que su-
fren los funcionarios españoles, por-
centaje que se eleva al 80% en el caso 
de las más graves. Entre otras medidas, 
también reclaman que Interior se haga 
cargo del coste de un seguro que cubra 
los posibles daños que sufran, así como 
que asuman los gastos de las denuncias 
que presenten contra los reclusos que 
les ataquen. El Ministerio del Interior or-
ganiza, dentro de los planes formativos, 
cursos sobre “defensa personal y utili-
zación correcta de medios coercitivos” 
para los funcionarios de prisiones. Los 
próximos acaban de ser convocados y 
tendrán lugar entre octubre y noviembre 
próximos con una duración de 25 horas 
lectivas. El programa detallla que dos de 
estas horas serán dedicadas al estudio 
del marco jurídico y tres a desarrollar 
“habilidades de comunicación e inteli-
gencia emocional”. 

Violencia en las cárceles: 3.303 agresiones a 
funcionarios desde el año 2000

Córdoba, entre las 
cárceles con más faltas 
graves de los internos 
La prisión cordobesa ha registrado 
503 incidentes graves con los presidia-
rios en los últimos seis años. La cárcel 
de Córdoba es una de las que registra 
más incidentes de toda España, según 
una estadística de la secretaría de Es-
tado de IIPP en la que se detallan las 
faltas graves cometidas por los inter-
nos. La secretaría aporta información 
sobre las sanciones aplicadas a inter-
nos en aplicación del artículo 108 del 
Reglamento Penitenciario por la co-
misión de faltas muy graves.

El sindicato ACAIP denuncia que sólo 
tres de los nueve funcionarios de Insti-
tuciones Penitenciarias destinados en 
el Centro Operativo de Vigilancia Elec-
trónica (COVE) que controla desde Ma-
drid a los reclusos que salen de la cár-
cel con dispositivos de geolocalización 
están operativos por culpa de las bajas 
médicas y las vacaciones.
•	 De los nueve funcionarios de prisio-

Bajas y vacaciones dejan bajo mínimos el control 
telemático a los presos ‘de riesgo’ de permiso

nes destinados en el COVE, cuatro 
están de baja médica, dos de ellos 
de larga duración, y otro par disfruta 
de sus vacaciones. Sólo quedan tres 
para atender el sistema siete días a la 
semana durante 24 horas al día

•	 En 2011, un informe de Instituciones 
Penitenciarias incorporado al suma-
rio de Gürtel tras pedir Correa aban-
donar la cárcel con uno de estos in-
genios, admitía que el sistema tiene 
limitaciones técnicas como pérdida 
de cobertura
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Informes internos del Ministerio del Interior detallan el número de incidentes violentos que se registran en
los centros penitenciarios y que tienen como víctimas a los encargados de su custodia. En los tres primeros
meses de 2016 ya van 38, uno de ellos grave. ACAIP, el sindicato mayoritario, reclama que estos
trabajadores sean incluidos en el plan contra agresiones de la Administración General del Estado, del que
han sido excluidos hasta ahora.

Imagen de archivo del exterior de la cárcel coruñesa de Teixeiro. ­ Imagen EFE

Óscar López­Fonseca

¿Es una profesión de riesgo la de funcionario de prisiones? A la vista del número de incidentes violentos de 
los que son víctimas, sí. Diversos informes internos de la Secretaría General de Instituciones 
Penitenciarias a los que ha tenido acceso Vozpópuli detallan que desde el año 2000 y hasta el 31 de marzo 
de 2016 se habían registrado en las cárceles españolas 3.303 agresiones de presos a los encargados de su 
custodia. De ellas, 239 han sido catalogadas como graves o muy graves por el propio Ministerio del Interior 
en sus estadísticas. Por ello, el sindicato Agrupación de los Cuerpos de Administración de Instituciones 
Penitenciarias (ACAIP), el mayoritario, reclama la inclusión de este colectivo de trabajadores públicos en el 
plan contra agresiones de la Administración General del Estado, del que han sido excluidos hasta ahora. 
Ponen como ejemplo de la situación que viven lo ocurrido los pasados 17 y 18 de junio en el centro 
penitenciario de Madrid VII, situado en la localidad madrileña de Estremera, en el que se registraron dos 
incidentes violentos consecutivos. Uno de ellos, el ataque de un preso del departamento de aislamiento con 
un 'pincho carcelario' a uno de los funcionarios que lo vigilaba. Es la prisión en la que están recluidos 
Francisco Granados y el 'rey del porno español', Ignacio Allende, 'Torbe'.
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Primero fichar en la 
prisión de Valdemoro  
y después votar 
Los funcionarios del Centro Peniten-
ciario de Madrid III, en Valdemoro, 
denuncian que mañana no podrán 
ir todos a votar. El director de la pri-
sión les comunicó el pasado jueves 
un cambio en la jornada “especial” a 
la habitual en días electorales. Cada 
vez que hay jornada electoral, en el 
Centro Penitenciario de Madrid III, en 
Valdemoro, se “autogestionan” para 
que todos los compañeros puedan ir a 
votar estableciendo tres turnos.

Macropelea en Teixeiro 
que responsables de la 
prisión rebajan a reyerta

El sindicato mayoritario en prisiones 
asegura que en la disputa «se vieron 
involucrados más de ochenta inter-
nos, por un lado musulmanes y por el 
otro reos ajenos a esta religión» y que 
se saldó con dos heridos, evacuados 
al hospital. Desde ACAIP, denuncian 
que el pasado 31 de mayo se produjo 
una macropelea en el módulo 4 del 
penal de Teixeiro .

«Los presos son 
peligrosos: hay etarras, 
yihadistas y asesinos»
El juicio por el asesinato de un preso 
evidencia falta de personal. «Dejamos 
a los dos presos —víctima y presunto 
agresor— en el gimnasio de prisión y 
cerramos las dobles puertas automa-
tizadas. El funcionario que visiona 
por barrido en dos monitores, más de 
una docena de cámaras y estancias 
penitenciarias, se da cuenta de que ha 
pasado tiempo y la víctima (Márquez) 
no se ve en pantalla. Entonces, nos 
llaman por el walki y tres funciona-
rios del módulo 15 entramos y vimos 
cómo salía el acusado del baño y me 
dijo: No lo he matado porque no he 
querido, ahí lo tenéis», dijo ante el tri-
bunal popular el primer funcionario 
que entró en el gimnasio tras la brutal 
agresión. El cuarto funcionario quedó 
fuera.

Un interno provoca un 
incendio en la enfermería 
de la prisión de Villena
El interno, considerado muy peligro-
so, ha tenido que ser trasladado al 
hospital. Varios funcionaron resulta-
ron afectados. Un interno considera-
do muy peligroso ha provocado un in-
cendio en la enfermería de la prisión 
Alicante II, en Villena. Los hechos se 
produjeron en la noche del jueves 
día 9 al viernes día 10 sobre las 2.30 
de la madrugada en el módulo de en 
enfermería del centro por un interno 
clasificado en primer grado de trata-
miento (el que se aplica a los internos 
más peligrosos), y que ya había prota-
gonizado varios incidentes, tanto en 
este centro como en otros.

El reparto de comida, 
detonante de una pelea 
multitudinaria en prisión 
Más de cincuenta presos se enfren-
taron en A Lama. Una multitudina-
ria pelea sorprendió a los funcio-
narios adscritos al módulo tres de 
la prisión pontevedresa de A Lama. 
Aproximadamente más de medio 
centenar de los 109 internos que 
conviven en estas instalaciones se 
enzarzaron entre sí dejando un re-
guero de varios heridos.

Tres días consecutivos de 
agresiones en el hospital 
psiquiátrico de la prisión 
de Sevilla

La Agrupación de los Cuerpos de la 
administración de Instituciones Pe-
nitenciarias (ACAIP) denunció ayer 
las graves carencias de medios ma-
teriales y humanos que sufre el Hos-
pital Psiquiátrico Penitenciario de 
Sevilla están dando lugar a un con-
siderable aumento de agresiones 
entre los propios internos y contra 
los trabajadores de este centro.

Los sindicatos denuncian un déficit 
de personal de al menos 35 trabaja-
dores en una prisión en la que con-
viven con 333 internos, pese a que 
su capacidad se limita a 275. Un 
incendio causó cinco heridos y re-
aviva las quejas de los funcionarios 
por su situación laboral.

Son las ocho de la mañana de 
un día cualquiera, el momento del 
recuento de internos. Funciona-
rios de los grupos V1 y V2 -la V es 
de vigilancia- recorren a diario y 
a esa hora los pasillos de la cárcel 
para comprobar que estén todos y 
que estén en perfectas condiciones. 
Es la primera de las tareas diarias 
del personal que está en contac-
to directo con los presos -entre 10 
y 12 por el día y 6 por la noche-, la 
primera de lo que se ha convertido 
en una auténtica carrera de obstá-
culos. 

El problema de fondo es una 
combinación explosiva de varios 

factores. Por un lado, la endémica 
falta de funcionarios -174 en total, 
pero sólo entre 10 y 12 por turno en 
contacto directo con los presos du-
rante el día y 6 por la noche- y por 
otro, el aumento de la población re-
clusa (333 en total)

Para el próximo año está previs-
ta la convocatoria de más de 500 
plazas para toda España, una canti-
dad «insuficiente», apunta el repre-
sentante de ACAIP, para corregir 
el déficit de personal en Logroño, 
donde, según sus cálculos, serían 
necesarios 35 funcionarios más, 
sólo para «compensar los grupos y 
hacer una labor mínima, no satis-
factoria».

El malestar de ACAIP y la APFP 
no concluye aquí. Recientemente 
critican que se ha aprobado un pro-
tocolo de agresiones al personal de 
la administración dejando fuera a 
los funcionarios de prisiones cuan-
do sólo el año pasado este colectivo 
denunció 140 agresiones en toda 
España y la mayoría de ellas muy 
violentas.

Logroño, una cárcel 
saturadaDelito medioambiental 

en los “vertidos” de la 
prisión de Albolote

Cierra la instrucción del caso y deja en 
la antesala del juicio a cuatro de los in-
vestigados La causa sigue sólo contra 
la cúpula de la CHG y el subdirector 
general de Servicios Penitenciarios. El 
juzgado de Instrucción 6 de Granada, 
que ha investigado desde 2010 si se 
han producido vertidos de aguas re-
siduales mal depuradas procedentes 
de la cárcel al arroyo Juncal, aprecia 
un posible “delito contra el medio 
ambiente” en las continuas emisiones 
que habrían afectado al arroyo Juncal. 

Una plaga de chinches ha obligado a des-
alojar a 24 internas en la Enfermería del 
Establecimiento Penitenciario de Picassent 
(Valencia), según ha informado este miér-
coles en un comunicado el sindicato de pri-
siones Acaip, que ha indicado que este pro-
blema se estaba dando “desde hace varios 
días” y que su origen “aún no ha podido ser 
esclarecido”. El sindicato ha explicado que 
en este departamento hay más de una de-
cena de internas incluidas en un programa 

Desalojadas por una plaga de chinches 24 
presas en la enfermería de la cárcel de Picassent

de atención a enfermos mentales y ha des-
tacado que una de ellas “ha protagonizado 
numerosos incidentes en los últimos me-
ses, incluso, una agresión hacia una funcio-
naria de servicio el pasado mes de mayo”. 
Acaip ha señalado que “lo que comenzó 
afectando primero a una celda, se ha exten-
dido a todas” y “a las zonas comunes” y ha 
resaltado que algunas internas han sufrido 
picaduras. Igualmente, ha comentado que 
la plaga se ha extendido a las dependencias 
que ocupan las funcionarias de servicio, 
donde “han encontrado varios de estos in-
sectos en el baño”.
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Perteneciste a IIPP, ¿en que cuerpo y 
qué te motivó para ingresar en el mis-
mo?
Accedí al Cuerpo de Ayudantes en el 
año 2008, tras finalizar la licenciatura 
de Derecho en la UCM. Por aquel en-
tonces predominaban generosas ofertas 
de empleo público y llevaba tiempo in-
clinándome por estas oposiciones que 
despertaban en mí cierta curiosidad o, 
si me lo permite, atracción por el campo 
de la ejecución penal, y no lo voy a negar, 
también por un régimen de disponibili-
dad de días libres que ni otras oposicio-
nes ni el Cuerpo Superior de Técnicos 
ofrecían. Afortunadamente, considero 
que tomé la decisión adecuada, ya que 
me ha permitido formarme y para po-
der dedicarme hoy en día a la docencia 
e investigación. Por ello y por conocer 
el derecho penitenciario desde dentro, 
permaneceré siempre en deuda con esta 
institución.

¿Aconsejarías a alguien esta profesión? 
Considero que la labor de un funcio-
nario de prisiones no está reconocida 
socialmente, a diferencia de otros co-
lectivos, y en muchas ocasiones el fun-
cionario siente que es el último eslabón 
de la Administración Penitenciaria a to-
dos los efectos. En cambio, son una pie-
za básica para la consecución de un fin 
amparado constitucionalmente, que no 
es otro que la reeducación y reinserción 
social, pese a que el Tribunal Constitu-
cional haya manifestado que no se trata 
de un derecho fundamental. 

¿Tiene un buen recuerdo de tus anti-
guos compañeros?
Sinceramente, conservo un grato re-
cuerdo de aquellos profesionales que 
ofrecían una actitud intachable y que 
por su experiencia prevenían situacio-
nes intensas y poco recomendables. De 
ellos aprendí mucho, y no sólo en el ám-
bito penitenciario. La amplia experien-
cia de algunos de ellos te demuestra que 
en Instituciones Penitenciarias existen 
aspectos que mejorar, y que no todo el 
mundo conoce. Algunas buenas prácti-
cas de funcionarios consolidados no son 
gratificadas económicamente, y su labor 
debiera ser dignificada y reconocida. Es-
pero que algún día llegue ese momento. 
Precisamente, recuerdo a algunos com-
pañeros con afecto del C.P. Madrid II, y 
algunos más del C.P. Madrid VII, en el 
que más tiempo permanecí.

¿Qué es lo que menos te ha gustado de 
“estas casas”?
Me complace recibir esa pregunta, que 
con gran interés responderé. En estas 
casas, como bien indica, predomina una 

plantilla de funcionarios altamente cua-
lificados y con una formación envidia-
ble. Funcionarios en un alto porcentaje 
con estudios universitarios superiores, 
ven impedida la posibilidad de poner 
en práctica su gran potencial y talento 
por la incoherente ley de incompatibili-
dades que permanece vigente para este 
colectivo. Disponiendo de tiempo libre 
para formarse, no es del todo lógico no 
poder compatibilizar el puesto de traba-
jo con otras actividades que no interfie-
ran para nada en el servicio público.

Parece que se trata de algo personal, 
¿es así?
Efectivamente, tras obtener el título de 
Doctor en Derecho en el año 2013, con 
premio extraordinario de doctorado, y 
ser Accésit del Premio Nacional Victoria 
Kent, consideré la posibilidad de dedi-
carme a la docencia universitaria, pero 
la ley de incompatibilidades me impidió 
considerar algunas propuestas de Uni-
versidades, entre ellas, la de la Universi-
dad a Distancia de Madrid (UDIMA), a 
la que actualmente pertenezco. Al año 
siguiente tomé la decisión de pasar a si-
tuación de excedencia, y probar suerte 
en aquello que completaría mi verdade-
ra vocación.

¿Que cambiarias en IIPP?
Instituciones Penitenciarias sufre las 
alteraciones políticas y cambios de go-
bierno por encima de cualquier otra Ad-
ministración, y ello porque en el espacio 
intramuros afectan las modificaciones 
que el Código Penal incorpora en su 
cuerpo normativo. En concreto, el actual 
sistema de cumplimiento de la pena pri-

vativa de libertad en España es el de indi-
vidualización científica, configurado en 
la Ley Orgánica General Penitenciaria, 
1/1979, de 26 de septiembre, y prescribe 
la individualización como puente hacia 
la reinserción social, posibilitando la 
progresiva incorporación del penado a 
la sociedad en virtud de la aplicación del 
tratamiento penitenciario, basado en las 
ciencias criminológicas y de la conduc-
ta, otorgando un cariz más humanitario 
en la ejecución de las penas privativas 
de libertad. Sin embargo, la última re-
forma del texto punitivo, a tenor de la 
LO 1/2015, de 30 de marzo, introduce la 
denominada prisión permanente revi-
sable, debilitando las bases del sistema 
penitenciario actual, haciendo revivir el 
punitivismo más severo de antaño, prio-
rizando los criterios de prevención ge-
neral, retribución e intimidación penal, 
por encima del fin resocializador.

¿Crees que el legislador tenía argu-
mentos sólidos para introducir la pena 
de prisión permanente revisable?
No se alcanza a comprender la justifica-
ción de esta nueva pena de prisión per-
manente, cuando realmente, desde el 

año 2010, la evolución de la delincuen-
cia en España evidencia una tasa de 
criminalidad descendiente. Queda su-
ficientemente acreditado que esta nue-
va pena ha sido introducida sin ofrecer 
ningún estudio normativo o empírico 
que avale su necesidad, careciendo, por 
tanto, de toda justificación o explicación 
por parte del legislador, al argumentar 
simplemente que “las nuevas deman-
das sociales evidencian la necesidad de 
llevar a cabo determinadas modifica-
ciones en nuestra norma penal” (Exp. 
Motivos), confirmándose así el carác-
ter populista de la reforma operada. El 
Tribunal Constitucional, en virtud de 
la STC 181/2004, de 2 de noviembre, se 
manifestó en el sentido de que “la impo-
sición de una pena de cadena perpetua 
puede vulnerar la prohibición de penas 
inhumanas o degradantes del artículo 
15 CE”. Es por ello por lo que el legisla-
dor no ha tenido otra opción que la de 
camuflar tal institución bajo el apelati-
vo de “revisable”. En este sentido cabe 
plantearse lo siguiente: ¿A mayor dura-
ción de las penas, mayor eficacia de las 
mismas? La respuesta debe ser, en todo 
caso, negativa.

Por lo que se ve crees en la reinserción 
social...
Es evidente que la resocialización no se 
alcanza en todos los condenados, pero 
no es menos cierto que una pena como 
la prisión permanente potenciará el des-
interés de los internos por el tratamiento 
penitenciario singularizado, fomentán-
dose el fenómeno de la prisionización 
o desocialización, entre la población re-
clusa afectada, a buen seguro.
En cierto modo, podría afirmarse que la 
legislación penitenciaria persigue la pre-
vención especial positiva, conduciendo 
la actividad penitenciaria hacia la reso-
cialización del delincuente; y la norma 
punitiva, sin embargo, se inclina hacia 
la prevención especial negativa, esto es, 
a través de la intimidación, retribución, 
castigo, etc., todo un conjunto de carac-
teres superados que existían en la legis-
lación penal propia del período decimo-
nónico, y que conducen a la ya expuesta 
desocialización de los condenados.

Para finalizar, ¿alguna idea o plantea-
miento que sintetice tu pensamiento?
Por supuesto. El impulsor y artífice de la 
Ley Penitenciaria de 1979, quien fuera 
Director General de Instituciones Peni-
tenciarias y actual Catedrático de Dere-
cho Penal de la Universidad de Alcalá, 
don Carlos García Valdés, con buen tino 
llegó a apuntar que “un encierro sin es-
peranza de más pronto retorno a la vida 
libre es estéril”. Creo que eso lo dice todo.
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“La labor de un funcionario de prisiones no 
está reconocida socialmente”

Daniel Fernández Bermejo
Doctor en Derecho. Profesor de la Universidad a Distancia de Madrid (UDIMA)
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